Norma más favorable

SENTENCIA T.S. (SALA 3) DE 13 DE OCTUBRE DE 1988. INFRACCIÓN EN HORAS EXTRAS. RETROACTIVIDAD DE LA NORMA MÁS FAVORABLE
Contenido:
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Primero.—Habiendo sido consentida por la parte actora la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 19 de junio de 1987, contra la que solo se ha alzado el Abogado del Estado, el ámbito objetivo de esta apelación queda constreñido al examen de la corrección jurídica del pronunciamiento del Tribunal “a quo”por el que, estimando en parte el recurso deducido por la sociedad mercantil accionante, anula las resoluciones recurridas en el particular relativo a la multa de ciento diez mil pesetas impuesta a aquélla por rebasar los topes máximos de realización de horas extraordinarias.
Segundo.—La sentencia apelada estima probado que en la empresa actora se venían realizando horas extraordinarias, pero a renglón seguido afirma que este hecho no es motivo suficiente para mantener la sanción impuesta si no resulta acreditado, como no lo está, que su número exceda de 80 al año, tal como viene establecido por el artículo 10 del Real Decreto-Ley 1/1986, de 14 de marzo que da nueva redacción, en lo que aquí interesa, al número 2 del artículo 35 del Estatuto de los Trabajadores, eliminando los límites diarios y mensuales que hasta entonces venían establecidos en este precepto. El Abogado del Estado no discute la valoración de la prueba, pero se muestra contrario a la aplicación retroactiva de esta nueva disposición por un conjunto de argumentos que analizaremos a continuación.
Tercero.—Es cierto que el artículo 10 del Real Decreto-Ley 1/1986 reduce el número máximo de horas extraordinarias de 100 a 80 en cómputo anual, pero no lo es menos que introduce una fórmula más flexible para las empresas al suprimir los topes diarios y mensuales. No cabe duda que esta supresión favorece a la empresa accionante en el concreto caso que se enjuicia y que el efecto retroactivo de la nueva norma viene avalado, a nivel ordinario, por el principio recogido en el artículo 24 del Código Penal, plenamente aplicable en el terreno de la potestad sancionadora de la Administración, y a nivel constitucional, en el artículo 9.3 de nuestra Ley Suprema, interpretado a “contrario sensu”  .
Cuarto.—Tampoco podemos compartir el argumento de que la norma nueva no es una disposición sancionadora y que sólo tiene este carácter la contenida en el artículo 57 del Estatuto de los Trabajadores que, añade el representante de la administración, no ha sufrido modificación alguna. Es cierto que este último precepto, concretamente su número 1, define las infracciones laborales de los empresarios, pero también lo es que su tipificación se efectúa por remisión a las disposiciones legales en materia de trabajo. Se trata por tanto de un tipo en blanco, que ha de entenderse completado por tales disposiciones, en este caso, por el artículo 35.2 del referido Estatuto en su nueva redacción, y que ello es así lo corrobora la propia Inspección de Trabajo al invocar en el Acta este último precepto.
Quinto.—Por último, carecen igualmente de fuerza de convicción los razonamientos que se hacen en torno al último párrafo del citado artículo y al carácter revisor de esta Jurisdicción. El primero, porque no puede enervar, al menos en el supuesto de autos, el principio constitucional de retroactividad de la norma sancionadora más favorable; y el segundo porque nuestro poder de enjuiciar es revisorio sólo en cuanto requiere la previa existencia de un acto administrativo, expreso o presunto, lo que no nos impide, ya que nos movemos dentro de un verdadero proceso, contrastar la Resolución recurrida con una nueva normativa cuando su aplicación a un supuesto de hecho anterior en el tiempo viene exigida por la retroactividad de ésta. Y con ello no conculcamos el artículo 25.1 de la Constitución, pues aunque los actos combatidos —en particular a que se refiere esta apelación—  se ajustaran a lo establecido en el artículo 35.2 del Estatuto de los Trabajadores, en su anterior redacción, no puede desconocerse que han sobrevenido disconformes a Derecho, al modificarse este precepto legal, por imperativo del artículo 9.3 de la misma Constitución que, interpretado “a contrario sensu”, no ha hecho sino robustecer un viejo principio ya recogido en el artículo 24 del Código Penal, doctrina esta que ya fue mantenida, para un supuesto análogo, en la sentencia de 31 de mayo de 1988.
Sexto.—Como consecuencia de lo expuesto, y de lo que se razona en el primero de los fundamentos jurídicos de la sentencia apelada que se da aquí por reproducido, procede desestimar la presente apelación, sin que en aplicación de los criterios establecidos en el artículo 131 de la Ley Jurisdiccional deba hacerse imposición de las costas causadas.
